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Dl Este juicio de prevalencia no se ha efectuado por ninguna
de las resoluciones impugnad,as -como acredita su simple lectura­
las cuales acogen el informe de COPLACO -aeg1in aclara la
segunda de eUas- que tampoco vaJora !as razones de interés público
en conflicto. _,,'. .

El La falta de una resolución fundada en de!echo. en virtud de
la cual se acuerde li procede, o no, seguir o conservar la obra, en
todo o en parte, en virtud del juicio de prevalencia· omitido, da
lugar a que los Autos impugnados vulneren el arto 24.1 de la
Constitución, -yen concreto el derecho a Ja e,ecución de la
SentenCIa, ~uya ejecución en sus propiOS términos sólo·puede ser
austituida en aplicación de lo previsto en la Ley, mediante
resolución fundada en derecho, en los términos expuestos; es <tecIT.
mediante la realización del juicio de prevalencia, en el que no
podrán tomarse en consideración las razones de interés público
~ntempladas por el arto 105 de la Ley de la lurisdicción.

S.EI recurrente ha aludido también ~unque sin Citar expresa·
mente el arto 24.2 de la Constitución- al tiempo lran,!",!rrido desde
la Sentencia del año 1975 'hasta que se pide el mforme de
COPLACO en 1982, lo 9ue podria suponer la, vulneración del
derecho s un proceso púbhco sm dilaciones indebidas, intimamen- .
te conectado. según hemos' indicado. con el derechos la tutela
judicial efecuva.

AbOta bien. es lo cierto que el derecho a la ejecución de la
SentencIa (le conformidad con lo que ttispongan las leyes -en
materia de competencia y procedimiento correspOnde a las dos
partes. y es aSimismo cierto que el arto 228 de la Ley del Suelo de
12 de mavo de 1956 -que la Sala de lo ContenCIOSO ha estimado
de aplicacIón, Impone al Juez o Tribunal que haya de ejecutar el
fallo que efectúe Ia.comunicaclón llevada a cabo; ta:.1 comunicación
se inserta pues dentrQ del procedimiento exigido por la Ley para la
ejec':lclón úf la SentenCia., por lo Que no es contrario al derecho a
la tjecuClon de la misma. DebIendo sefialarse que la dilación
indebida en la ejecución, en todo caso no denvana de la petición
y remislon -del informe, que se produCt" en un corto periodo de
tiempo. sme de otra serie de causas-que se ban puesto de manifiesto
en loS antecedentes (especialmente en el núm. 9), unas antenores
y otras postenores a la Constitución.

6. _ Las conSIderaciones expuestas en los fundamentos juridicos .
antenores conducen a la conclusión de que procede estimar el
recuso de amparo, Debemos ahora precIsar el contenido del tilDo,
para lo cual hemos de partir del an 55,1 de la Ley Oqánica del
Tribunal Constitucional, el cual establece que la Sentencia que
otorgue el amparo contendré aJ¡uno o algunos de los pronuncia­
mientos sIguientes: a) Declaración de nulidad de la decisión que
haya . ImpedIdo el pleno ejercíao de los derechos o 'libertades

27951 'Sala Primera. Recurso de amparo numero 575/1983,
·Sen/enela numero lIO/1984 de 20 de noviembre.

La Sala Pnmera de! Tribunal ConstitucIonal, compuesta pór
OOn ManUel aareta-Pelayo y Alonso. Prestdente; don Angel Latorre
Segura. don Manuel Diez de Velasro VallejO. doña Gloria Begué
Cantól\. don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel Escudero
:,<1 COlral. M;lgistrados, ha pronuncIado

EN NOMBRE DEL REY
la sigulente

SENTENCIA

En el recursO de amparo núm. 575/1983. promovido por don
Fernando Gamdo Falla, representado por el Procurador don

, Francisco Sanchez Sauz, asumiendo la dirección letrada el propio
recurrente contra acuerdo de la Direccion General de InspeccIón
finanCIera y Tributaria y Sentencia del Tribunal Supremo que ¡a
confirmo. En el recuno han comparec¡do el Ministerio Fiscal y er
Ahogado del Estado. Ha sido ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura. qUIen expresa el parecer de la Sala. .

L ANTECEDENTES

1. Con fecha 3 de agosto de 1983 el p,:ocuraOOr de los
Tribuna)es. don Francisco Sánch~ Sanz. en nombre y representa.
ción de don Fernando Garrido Falla, presenta demanda de amparo
constItucIOnal en que luplica se anule la resolución de 10 de marzo
de. 1983 de la Dirección. General de Inspección FÍIUlIlCiera y
Tnbu;tana aUlonzando.la mvestigacion de las operaciones activas
y pa!'lvas del recurrente en determinadas entidades ban<:arias '1 de
,crédito. OSI como la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de julio
!le 1983. que declaraba conforme a Derecho tal resolución. Suplica
IJIUOlmente se ImPOJl8llll las costas en todo ,el procedimIento

protegidos, con determinación, en su caso, de la extensión de tus
efectos. b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de
conformidao con su contenido constitucionalmente declarado. e)
Restablecimiento del recurrente en la integridad-de su derecho o
libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en SU caso;
-oara su conservación.
. . En el presente caso, de 8cuerdo con las consideraciones ya
expuestas, resulta claro que 'procede declarar la nulidad de los
Autos impugnados. Asimismo, procede reconocer el derecho del
recurrente a la ejecución de la Sentencia de la Sala Ternera del
Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 1975, pur la que se
tesuelve e! recuno núm. 301.395 de 1972, para lo cual ,la Sala
mencionada deberá dietar una nueva resolución, fundada en
de!echo, de acuerdo con, las consideraciones contenidas en el
fitndamento jurídico cuarto, quedando e! actor restahlecído en su
derecho mediante la resolución que se diete, por lo que respecta a
las dos resoluciones aqui impugnadas a las que Be circunscribe el
l'fesente recuno.

FA L LO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal ConstltuClonal.
POR LA AUTORIDAD QUE l-E CONRERE LA CONSTITU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA,

Ha decidiOO:

1: Estimar en .parte el recurso de amparo y ,¡ tal efecto:

a) Declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas.'
bl Reconocer el derecho del recurrente a la ejecución de la

Sentencia de la Sala Ternera del Tribunal Supremo de 24 de
septiembre. de 1975, pur la que se reSuelve e! recurso col\tencioso­
administrativo núm. 301.395 de 1972.

c) , Restablecer ala aetora en,1a mtegridad de sn derecho, para
Jo cual 111 Sala mencionada deberá dietar una nueva resolución
fundada en derecho, de acuerdo con las consideraciones contenidas,
en el fundamento jurídico cuarto de la presente Sentencia.

2. Desestimar el reclino en todo lo demás.

PuÍJüquese esta .Sentencia en el «JIo1etin Oficial del EstadoJo.

Madrid, 26 de nobiembre de 198J1.-«EI excelentisímó ieñor dOn
Manuel Garcia ~layo y Alonso votó en Sala y no podo tir­
11lllt».-Firmado y 'rubricado: Angel Latorre Segura.,-Manuel Diez
de Velasco VaIlejo.-Glona~ Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer
Morant.-An¡el Escudero del Corral.-Firmados y rubricados. ,

seguiOO a la Administración deinandada. Pur escrito de 5 de
septiembre de 1983 solicita la suspensión del acto administrativo
unpngnado.

Basa su, pretensIón ,~n los hechos que, "",umidamente, se
aponen:

Al Con fecha 10 de marzo de 1983 la Dirección General de
Inspección Financiera y Tributaria dictó una resolución pur la que
acordaba estimar procedente la investipción de las operaciones
activas y pasivas que afectasen a determInadas entidades bancarias
y de ahorro y de las que figurase como titular e! hoy demandante
de amparo, don FernanOO GarriOO Falla.

BlContra e! refurido acuerdo, interpuso el demandante,
conforme al procedimiento especíal y sumario previsto en la Ley
62/1978. de 26 de diCIembre, recurso contencioso-administrativo
~n el que, con fecha 18 de junio de 1983,10 Sala de lo Contencioso­
"dministratlvo de la Audiencia Nacional dietó Sentencia pur la
que declaró la nulidad de la resolución impugnada, consideranOO
que las cuentas corrientes bancarias forman parte del ámhito de la
Intimidad penonal y Ülmiliar que protege el arto 18.1 de la
Constitución,'por in que ta Ley 50/1977, de 14 de noviembre, que
pemtitla sin limitaelón la mvestigación de las cuentas corrientes,
siempre que fuese ordenada pur determinadas autoridades admi­
nistrativás, debía considerarse derogada pur la Constitución, sin

r¿sirviera para rehabilitarla la posterior promulgación de la Ley
nica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección civil del derecbu

al onor, a la intimidad penonaly familiar yola propia imagen.
e) Recurrida en apelación pur e! AhogaOO del Estado la

anterior Sentencia,' ésta fiJe revocada por lio Sala Tercera del
Tribunal Supremo, mediante Sentencia de fecha 29 de julio de
j 983, en la que concluye afirmanOO una premisa contraria a la de
la Audiencia Nacional, esto es, que no cabe incluir la reserva de las
cuentas bancarias en e! ámbito de protección del derecho constitu·
cional a la intimidad, pur lo que no podio entenderse que la
hahilitación legal que permitía ala Administración la invektigac¡ón
de las cuentas hubiera lIuedado abrogada.
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2. Pundamenta su pretensión el recUrrente en los araumentos
que SÍlUen:

A) La referida resolución de la Dirección General de Investi­
l80ión Financiera YTributaria, así como la Sentencia del Tribunal
lupmno, en cuanto la confirma, vulneran el derecho a la inlimil!ad
_naI y lilmiIiar noeonocido tn el lIrt. 18.1 de la Constitución
"pdola .. pomúlir dicha resolución sin habilitación lepI sufi·
ciente, una intromisió!, etI aspectos de la vida I?':Otesi'1nal,~naI
r lilmiIiar que se mIejan etl las ......lU sometidas a mveatlpQón.
Be seDaIa isualmetlte que se ha vulnerado el derecho a·1a _
eión de iDocencia, reconocido por el lIrt. 24.2 Y el derecho a. la
ilI"e(ded, reconocido por e111rt. 14, ambos del texto constitucional.
~ Por lo que se refiere a la vulneraclÓD del derecho a la

intimidad naI lilmiIiar _ el """"""'te que la Sentencia
de 1a......J:: N.lcional ..; 18 de julio de 1983, que eslimó su
pretensión, """"""'" acertadamente que por la extenSIón del uso de
los depósitos bancarios en cuenta corrietlte etI la vida moderna, etI
la man:ha de éstos pueden reflejarse todas o llftIJl parte de las
peculiaridades de la vida económica, personal o lilmiIiar, por lo que
debe considerarse que tales cuenlU forman parte del ámbito de la
intimidad personal o Iimtiliai-. En consecuencia, y etI lo que se
reliere al tema de que se trata, si bietI el recurrénte no nie&a 'lue
la Ij¡spección Tributaria puede exiBír al contribuyetlte c:ertificaetón
de los saldos medios de sus cuenlU bancarias y de los intereses
percibidos, si mantiene que la ley 50/1977, que permitía sin
limitación atsuna el ex&metI de los movimientos de la CUetlta
llOI'fiente de cualquier ciudadano, ha de etltenderse deropda por la
Constitución, a tenor de lo dixpuesto etI su disposiCiÓn derogatoria.
De lo que se deriva que el acto administrativo impugnado carece
de cobertura leaaI. pues no resulta aplicahle el lIrt. :f.1 de la Ley
Qq¡6nica 1/1982 (etI el sentido de que no sr apreciará la eXIstencia
de snlromisión ilegal en el 6mbito PfOle8ido por dicha ley cuando
llII intromisión estuviClllex_te autorizada por ley), ya que
este precopto no puede devolver la vida a otro ya dero&ado. Las
llIcuItades que concede la ley 50/1977 son ilimitadas y no.~~
el contenido esencial del derecho; por lo que tal precepto o. StqUlClll
SOfÍa válido aunque la ley 50/1977 fuese una ley Orgánica de
fiocba posterior a la Constitución.

Por el contrarin, no son admisibles los razonamietltos del
TftbunaI Supmno al revocar la Sentencia de la Audietlcia Nacio­
nal. Pues la protección constitucional sr extiende, no sólo a la
NveIación de datos, sino al conocimiento de los mismos; además.
.. .... la Constitución fuetlte de derechos, no es necesario unNCOIloc:imien=de la intimidad económica y. futa1mente, el

. .. de' de los administrados en el sostenimietlto de
~ . Iicoo no es cobertura suficiente pera justificar .una
vulnClllClÓn de un derecho constitucional. pues el fin no justifica
los medios.

C) De la comparación entre ambas Sentencias deduce el
l'IlC111TetIte que el Tribonal ha..... de declarar si la intimidad
_ica forma o no parte de la intimidad personal y I8miliar y
si las I8cultades exborbitantes que la ley 50/1977 confiere a los
ser.vicios inspec:tores de la Administración Tributaria pueden
1Iepr, aunque sea potencialmetlte, a invadir la .ntimidad económi­
• ClOD1O parte de la intimidad peraonaI. En el caso aqui planteado,
estamos ante un ejemPlo t1pico de invasión de la intimidad
penonal Y 18mi1iar, al ttatarse las cuenlU bancarias cuya investiaa­
eión se autoriza de cuenlU de c:ar6cIer man:adametlte 18mi1iar, que.
ademáI, relleia .también los Íft8teSOS profesionales, de forma que la
HPlicación de los iB_ Y salidas etI esa <;nenta al Inspector de
Jtacienda puede susromper el secreto profesional a que el
JIIOlltreIlte, como A , está obliaado. Sin que, por otro lado,
JeS11Ite aceptable lo . o por la Sentencia del Supremo, etI el
....tidó de que la Inspección de las citenlU corrientes SCI\ uno de
los medios máX eficaces para la determinación, a efectos tributarios.
de la situación ecouónuca de los contribuyetltes.

D) En cuanto á la vuInCIllción de la presunción de inocencia,
seilala que, liente a tal presunción, establecida por la Constitución
etI su art. 24, la Administración presume que las declaraciones de
la _ta presentadas por el """"""'te son falsas y, ademáI, le oblip
a buscar pruebas contra si miStno. Respecto a la vulDC1llción del
art. 14 de la Constitución, si bien el8tJUmetlto jurldico _ nquí
CSC&pat?C, lo máX irritante para el recurrente es sentirae Ú\iustamell­
te discriminado; ya que se le eJÚIC la pre....tación de documentos
que, etI términos generales, no se solicitan del' reato de los
llOntribuyentes. especia1metlte de profesionales en situación similar
a la suya.

E) Por todo ello suplica la annlación de la resolución de lO de
marzo de 1983 de la Dirección GenClllI de Inspección Financiera
y Tributaria im~da, asl como de la Sentencia del Tribunal
Supremo de 20 de Julio de 1983, y que se impolll!"" las COIlU etI
todo el procedimiento sesuido a la AdministraCIón demandada.
Medisnte escrito posterior, de 2 de septiembre, solicita se acuerde
la suspensión de la resolución impupada. ,

3. La 5ección Primera de este Tribunal, mediante providencia
de 4 de octubre de 1983 acordó admitir a trámite 'Ia demanda
formulada, así como requerir al Tribul1a1 Supremo. a la Audiencia
Nacional )' a la Dirección Gen<ral de Inspección.Financiera para
que remitieran las correspondientes at.'twlC1ones, 'Y para que empl...
zaren • los que' bubi~n SIdo parte en los procedimientos ~D
cuesti6n, para que pudIeran comparecer en el.~ constituCIO­
nal. Asimismo acordó formar la conespoudlentepteza separada .
pera la sustanciación del inCldetlte de suspensión.

Por providencia de 23 de noviembre de 1983_ la Sección
acuerda tener por recibidas las mencionadas actuaciones. y conce­
der un p\azc) comÚJ1 de veinte dias al Ministerio Fiscal. al "-bogado
del Estado y al recurrente para pre....tar las alepaones que a su
derecho convinieren.

4. Parte el Ministerio Fiscal. etI sus a\epciones, de la diferen­
etación entre el secreto bancano. que tiene una dimenSión negativa
-esto es, basta donde puede llegar el conocimiento o la lOvestip­
ción de las oJl.Cf&Ciones bancarias O similares de los ciudadanos- y
la investipctón concreta que la Hacienda Pública. por medio de
lDspec!Ores o asentes. pueda hacer de las partidas de·esas operacio­
nes efi:ctuando inda&actones sobre el ori¡en y aplicacIón de ~
m~ .

En cuanto al primer aspecto. la ley de Medidas U<gentes para
la Reforma Fiscal supone una derogación del secreto hancano a los
solOS. efectos fiscales. derogación necesaria para la IDvesúgación
hacendistica, pues de lo contrario se !'C8""tiria el sistema tributario
precisamente etI el punto '1!'" constituye la premIsa de su actua­
ción, esto es. la detefmmaeton cabal de ~ capactdad econom.ca de
cada persona. Por ello. 1& solución que ha dado el Tribunal
Supremo al caso aqui plan~do se. presenta .como inevllable•.de
manera que la invest1gaClón trtbutana de las operacIOnes bancanas
de UD contribuyente no constituye en ningún caso actIVIdad que
ieStone la intimidad personal) lilmiIiar que consasra la Constitu­
Ción, ya que el secreto oancano no puede ser un obstáculo
inamovible para la rea\izac.on deI.nterés p'nera\ en un aspecto tan
esencial como el de la recau<laC1ón un_tiva. En todo caso ha de
reaaltarse el limitado alcance_ previsto por la ley de 'lue sr trata, de
los datos obtenidos con la llwestigación inspectora. al. sentar unOS

. principios que no han de rebasarse.
- ...parte del acceso de 1& mspección a las cuenlU bancarias, cabe

que se lleve a cabo una labor mvestí¡¡adora haciendo, Cl1Sl siempre
personalmetlte con el contrihuyetlte, x.':erifuaciones sobre el origen
y destilío de los movim.entos de. los <leP"Sitos bancarios. Resulta
bipolélico el que las pesqu.sas de los ms~res en este punto
puedan o no invadir la esfera de la intimidad. Para entrar etI el
amparo constitucioilal en este as~to~ .que ~~mtnar actua­
ciones concretas de la mspeCCIOD tnbutana~ SIn poder hacer
generalizaciones apnoristIC8S. ..-

Finalmente, y en cuanto a la invocación de una posible
vulnClllción del derecho a la '8naldad, no se araumenta sobre ella,
DI. por otro lado, puede exigirse que se investigue a todos 101
contribuyentes con el mismo detalle, ni constituye mo~vo de
discriminación ser tratado conforme a la ley. Por lo que se mteresa
del Tribunal ConstituCIonal se desestime el amparo a 'lue se
contrae el recurso.

S. El Ábopdo del Estado. por su parte, manifiesta en su
escnto·dc alegaciones que es n~o.partir como consl~ióa
previa de que el derecho a la tntunidad personal conCIerne a
elementos máX profundos y de mayor relevancia para el desarrollo
,de la persona que su aparato o lDstru~entación de flujo ~nc?mico,
materiaJjzado en sus depósitos bancanos. El recurrente identifica el
6mbito del derecho a la mtim.dad con el 6mbito privado, esto es,
todas las relaciones de derecho privado y concernie!1tes al tráfico
privado de los derechos Yobl'8llc'o~ Ello sUP!'ndria la cons~
ción de una esfera de secreto en la v.da económ.ca que ImpoSlbili.
taria cualquier instrumento de intervención pública en tal 6mbito,
con imposibilidad efectiva de que se cumplieran las tareas que la
misma Constitución asigna a los poderes PÚblicos en orden a la
efectiva construcción del Estado social 'J democrático de Derecho.

Por otro lado, f tamb.én en .forma previa, hay 'lue tener etI
cuenta que no eXIste la ilimitaC1Ón aducida por el recurrente
respecto de las potestades investigadoras que se confieren a 1&
Administración P.ot la Ley 50/1971; ni el carácter absoluto que se
les pretende atnliuir. El procedimiento de colaboración con la
Administración tnbutana aperece por el contrano reveSl1do de
susumciales prantias en dicha ley 50/1977, y en la Orden
ministerial de 14 de enero de 1978 que la desarrolla, prantias que
el A~do del Estado enumera.

Ten.endo todo ello etI CUetlta, procede considerar c¡ue el derecho
a la intimidad personal proscribe las intromisiones e injerencia
arbitrarias, como se deriva, entre otros, del art. 12 de la 0eclar!1'
CiÓn Universal de Derechos Humanos, y del arto 8.2 del Convento
para la protección ~ los Derechos Hu~,!, y Libertac;Ies F~nda­
mentales. En cualqiner caso ha..... que ex"" que la lDJerenClll etI
la intimidad perwnaJ y familiar ~o sea arbitraria; que persiga una
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finalidad legitima, sea proporcionada la misma y esté debidamente
fundada. No puede afirmarse que la Ley SO/1977 esté deropda por
la Constitución, al contener, como se dijo. garantías que excluyen
tal injerencia lIJbitraria. Pero será necesario que en cada caso
concreto en que se aplique le cumplan los requisitos indicados.

. En el caso presente, la investigación autorizada se baila debida·
mente fundada. como le deriva del expediente. Ea, además,
plenamente proJ;>Orcinnada al fin persesuido, ya. g"ue el JeCurrente
DO ba apor1a<lo Justificantes eoenciaIes, y. especialmente, el funda­
mental y oblisatorio übro de in¡resos Ypstos profesionales. Y la
finaüdad~ es absolutamente legitima; ase¡urar el igual y ,
eteelivo cumptimiento del deber constitucional de contribuir a los
pstos públicos. seaún lo m-to en el arto 31.1 de la Constitu-
ción. . .
. Prosiaue el Abopdo del Estado señalando que el recurrente
mantiene una conoepción ilimitada del deJeCbo a la intimidad que
comienza por enconlnlr obstáculos en la propia Constitución que
en su arto 18.1 no exiae al respecto (al contrario que en otras ;.{eras)
intervención judicial: ignora además la clara doctrina del Tribunal
Constitucional sobre los timites de los deJeChos fuodamentales. asl
como la existencia especifica del deber constitucional de contribUir
a los gastos púbücos. En el presente caso debe entenderse que el
derecbo a la intimidad personal se encuentra hmitado, en cuanto
al presente caso interesa, por la existenCia de un «deber COnstltUClOo­
naI» no solo de carácter ¡enérico lino muy concreto: el recotlido por
el arto 31.1 de la Constitución. que impone la obligaCIón de
contribuir a los gastos púbücos medJante el Sistema tributano
Deber que presenta las caracteristicas de ..,wdad(a1 ter exigible de
todos los contribu¡;:.tes) y~vidad que. al afectar a impues­
tos sobre la renta imprescindible conocer lo que el JeCUttente
mesa expresamente: el movimiento,de Jos mgresos., que Junto con
los gastos deducibles in..... especlficamente la base IIIlponible de
este tipo de IIIlpuestos. En todo caso, los gastos o _ en cuenta
no vienen usualmente especifiauios en detalle. sino en aeneral. Una
Idterior IDvestigación del destino de estos gastos pudiera qUWIS
afectar al derecho a la intimidad J"'I'SOnal. Pero eUn le trataria de
una investigación de sesundo graao, que no está contemplada en la
Ley SO/197'1 D1 es objeto del presente recurso de amparo.

FInalmente. y en cuanto a la presuncIón de inocencia~
por el recurrente, tal presunción se relai:iona y afecta a la aetJvidad
aancionadora, no a la investigadora; y conaeme a la carga de la.

. prueba, que nadie discute que corresponde a la Hacienda Pública
Por todo eUo supüco al Tribunal dicte en SU dio Sentenc..

deriesatona del amparo lOücitadn. .
. 6. Con fecba 22 de diciembre de 1983. presenta esento de
alegaciones el JeCurrente en que mamfies.. reiterar las efectuadas
en su esento 1Dlcial: y añade, por otra Parte. que viene a corroborar
la justic.. de su petición el voto particular del MaaíJtrado señor
Manin Herrero. que disiente de la Senteneul del Tribunal Supremo
de la que ha Sido pouente,·aduc....do argumentos similares a lOS
expoestos por el -.urente, y que éste reproduce. ProsI¡ue el
demand¡lnte de amparo señalando que en la cadena argumental que
eonducea la demostración de que el movupieilto de Wlll cuenta
eorriente forma parte de la intimidad econÓDlu:a. y porco_,
le de un aspecto fundamental de la Inumldad peraonaI y tamil..,
tiene IU primer eslabón el prinCl)110 del secreto bancario de cuya
exiatenC.. nunca ba dudado la doctnna mercantilíata espaJlota, <le
la que CIta a los protesores Gamaues y JimélleZ de Parp.) que
viene conSligrada por diversas dispoSICIones. como el art Z3 del
Estatuto del Banco de~ de 24 de jubo de 1947, el an. 49 oe
la Ley de Ordenación Bancaria de 31 de diCIembre de 1946 o el art
II1 de la ley General Tributaria Que pro.... a las enudades
lIallCllllllS ele Intromisiones extemá> en cwmto que tienen la
condicIón de profesionales, yen cuanto que Simultáneamente estaD
protegutos por el secrto bancario. S. la Ley SO/1977 levantaba el
aecreto a electos tributarioa, la ConsutuClón ._de 10'& '0
restablece en cuanto forma parte de la proteoción a la innnl1da<1
Personal que conaagra el art. 18.1 de la ConltiluClón. ,

Tras IDdicar VariiJs 'liemplos de ordenamientos extranjeros
eontinúa el recurrente· alegando que del articIdo consutucional
citado se deriva que el secreto bancano queda por él prolelido, ya
que la intirntdad económica es uno de los elemenlOl integrantes de
la intimidad personal, puesto que la apertura de una cuenta
eorriente es un acto voluntario, que se produoe en el bien entendido
de que no va a constituir una fuente de utfurmación para nadie,
incluida la Adminiatración Púbüca.·· " ' ." .

Por otra Parte. -afirma, el IeCtltrente <lue _ como si el
nquerirntenlG sobre~lación de documentos que loe le hizo por .
la Inlpección Fina__vieIe beclto como medida de represa-
lia contra un coatribllyente que babia tenido nada menos' que la
ClIadia de citar el art. tU de la Conllitución. Basa asimismo su
alegación de discriminación en la falta de propon:íonalidad de la
es~onaImedida adoptada por la Adminiatración Tributaria; y
IIU1Il1fiesta que le ....taria oaber, i¡ue particuIares'conductos de
información tenlan loa inapectores financi..... para entender que

existian indicios racionales de fraude por parte del contribuyente;
sin que lo sea el no haber llevado, durante el añ,o 1978. libro
profesional de~ y gastos, ya que fue a partir de ese año,
cuando se dieron mstrucclones en cuanto a la forma de llevarlo. Y
la alegada discriminaCIón .resulta confirmad~ a la VlSta de la
información aportada por un diario madrileno. del que aporta
copia, sobre determinados extremos de las liatas de contribuyentes
correspondientes a 1978, listas en que figuran personas «conocidas
a nivel nacional» que declaran in¡resos inreriores a los del
recurrenteJ sobre las que cabe preguntarse si han sido también
requeridas por la Inspección de Tributos para manifestar la
inUrni¡lad del movinuento de sus cuentas bancarias, 'No se justifica.
pues, por qué se acordó la investigación del demandante en
am~. no dándose en el caso presente Jos motlvos suficientes
-pnncipio de proWrcionalidad de la medida- para limitar el
importante deJeCbo a la intimidad.

7. Por providencia de 7 de noviembre le señaló para delibera-
ción y votación el dio 14 de noviembre de 1984. ,

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS
1, La delimitaCión, del obJeto del presente recu~ de amparo

requiere alaunas pre<lSlones, El recurrente PIde la nulidad de una
Resolución de la DirecCIón .General de InsJ"'CC!ón F.nanClera y
_Tributaria por la que se autorin la mvesti~Clón de las opera~iones
activas y pasivas en que figura como utular en determinadas
Entidades bancarias y de crédito: asi como de la Sentel1CU1 del
Tribunal Supremo por la que se declaró conforme a Derecho
aqueDa resolución,

La resoluCIón impugnada fue dietada de acuerdo con lo estable­
cido en los arlS, 41 a 45 de la Ley SO/I977, de 14 de noVlembre,
sobre Medidas Urgentes de Reforma Fiscal (LRF) y en la Orden de
14 de enero de 1978 (MinIsterio de Hacienda), a petición de los
Inspectores que realizaban las actuaciones de comprobación fiscal
acerca del JeCurrente,

En la resolUCIón se &COrdalla a¡llicar el apartado A) de la reaIa
quinta de la menCIonada Orden mmisterial con arresIo a la cuafla
investiaación puede realizarse mediante oertificación de la Entidad
de ctéditoa~ que podr6 ter aportada por el contribuyente en
el plazo de qui""" dlas hábiles o, en su defecto, deberá serlo por la
Entidad miSlna a requerim....to de la Inspección. .

Se trata, por tanto. de una actuación relativa a un contribuyente
detenninado, respecto de cuentas corrientes determinadas e instilo­
ClOnes de crédito delerminadas también.

Para el -.urente la resolución impugaada vulnera el deJeCho
a la intimidad personal y tamiliar conaagrado en el art. 18.1 de la
ConsuluClón. Alude aSlmlsmo a una posible vulneración del
derecbo a la presunCIón de mocencia (art. 24.2) y al principio de
Igualdad proclamado en el arto 14.

2. Para centrar debidamente la Cuestión conviene examinar.
en primer término. las supuestas vulneraciones del deJeCho a la
_unaón de inocenaa y del principio de igualdad a1egadaa,
aunque en forma accidental, por el recurrente. la presunción de
.nooel1CU1 habria sido desconocida J!Or, la tantas veces citada
resolución y. en general. por la actuaCIón mspectora en cuanto se
presume que el recurrente ha delhtudadu y debe probar que DO lo
ba hecho, cuando debía presumirse lo coatrario y asumir la
Inspecaón ta "!'ll" de la prueba. Pero la situación no es esa. La
InapecciOn va diriaKta a verificar la conducta fiscal del conl;ribu­
yente y, en particufar, a conatatar la veracidad de sus declaracionea
a la Hactenda Púbüca Eaa actividad investigadora conducirá a
obtener las pruebas. en 10 caso, de que el contribuyente ba
defraudadu al Fiaco, pero es evidente que no se le exige al
contribuyente la diBcil pruella de su inocencia. Lo único que se le
JD1pone es el deber de aportar los datos que puedan ayudar a la
mvestigacion. En el caso presente, además. le soücita unos datos al
contribuyente que, si 110 los aporta voluntariamente, se pedir6n
directamente a las Entidades de crédito. No se le exife, por tanto,
que «declare contra si nuanlOlt (art. 24.2 de la Consutución), aino
que se le faculta para entregar unos doC1IIIlentos 9ue en todo calO
tendri que facilitar un tercero (la entidad de crédito), En cuanto a
la supuesta vulneración del principio de iaualdad. el mismo
recurrente advierte que ...1_lGjuridico _ aqui_
.... y que más que de una aIeucióD juridica se trata de una
motivación ps¡coIólica, fruto de la irritación producida J;>O'que a
otros profesionales ile una situación socioeconómica semejante a la
del recurrente no se les ba.exigido la exhibición de los movimi_
bancarios. Pero aunque &si fuesé, lo que no CODSIa a este Tribunal,
bay.que _ en cuenta que la Inapooción Fiscal tiene que obIw
sobre un COIIiunto de datos, incluidos los resultados de la propia
inapección ... las distinlos etapas de su labor. Esto baoe )ll'lIetica­
mente imposible que otros contribuyentes se encuentren en id6Ilti­
coa circunatancias de forma que se pueda apreciar lUIll vulneración
del nci· de igualdad. ., f'~ ,ya de esos temas tangenciales ba de eumi­
narse lo que constituye la argumentación básica del recurrente, que
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consiste. como se ha dicho. en que la exigencia de aportar las
certificaciones relativas a las operacIOnes activas y pasivas de las

- cuentas· ablenas en determtnados establecimientos de crédito
constituye una vulneración del derec~o a la intimidad personal y
familiar reconocido en el ano 18 1 de la Constitución.

El reconOCimiento explícito en. un texto constitucional del
derecho a la IDtimldad es muy reciente y se encuentra en muy pocas
Constituciones. entre ellas la española, Pero su idea originaria. Que
es el respeto a la VIda' privada. aparece ya en algunas de las
Iibenades tradicIOnales. La Inviolabilidad de domicilio y de la
correspondencra, que son algunas de esas hbenades tradicionales
tIenen como finalidad principal e' respeto a un ámbito de vida
pnvada personal v tilmillar. que debe quedar exclUido del conOC!·
mlenw ajeno ) de las IntromISIones de los demás. salvo autonza..·
clón del Interesado< Lo ocunido es que el avance de la tecnología
actual y del desarrollo de los medios de comunicacrón de masas h.
obligado a extender esa proteectón mas allá del aseguramtento de:
domiciliO como espaCIO fislco en que normalmente se desenvuelve
la mtImldad " del respeto a la correspondenCia. que es o puede set
medIO de conOCimiento de. aspectos de la Vida privada. De aquí el
reconOCimiento &loba! de un derecho a la mtimldad o a la VI<la
pnVada que abarque las mtromlsiones que por cualquier medio
puedan reahzarse en ese ámbito reservado de Vida. No Slempre es
fácil. Sin embargo.·acotar con nitldez el contemdo de la IDtImJ(iao
El pnmer problema que se plantea en el presente caso es determI­
nar en qué medida entran dentro de la tnumidad constltucíonal-­
m~nte protegIda los datos relativos a la sltU8C1ón economlC8 de una
persona )' a sus VICisitudes, El problema surge en el presente caso
en relación a la "dnunlStraclÓn y se puede resumir más concreta­
mente a51' "en que medida la 4.dmmistl'8Clón puede exlgtr los datos
relativos a la sltuactón económtca de un contribuyente'? Noba)
duda de que en pnncipio puede hacerlo. La simple extstencia del
sistema tributano y de 1& actividad inspectora y comprobatoria que
requiere su efectividad lo demuestra. Es claro también que esU'"
derecho llene un firme apoyo conStitUCIOnal en el art. 31 1. de la
norma fundamental. según la cual «todos contribuirán al sosteDl­
miento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad
económIca mediante un sistema tributario justo inspirado en los
pnnciplos de Igualdad y ~ividad que en nmsún caso tendra
earacter confiscatorio». Y pafece inútil recordar que en eJ mundo
actual la amplitud y la complejidad de las funciones que asume el
Estado hace que los gastos públicos sean tan cuantiOSOS que el
deber de una aportación equitativa para su Sostenimiento resulta
especialmente apremiante_ De otra forma se producirla una distn­
buclón mjusta en la carp fiscal. ya que lo que unos no paguen
deblendo.pagar. lo tendrán que pagar otros con más espíritu cívico
o con menos po51bilidades de defraudar. De ahi la necesidad de una
actiVidad inspectora especialmente vigilante y eficaz aunque pueda
resultar a veces Incómoda y molesta. .

De ahi tamblen la imposición del deber Juridico de colaborar
con la Administración en este aspecto fundamental del bien
público. deber que. recae no sólo sobre los contribuyentes directa­
mente afectados. 51no que tambtéD puede extenderSe, como hace
la LRF, a qutenes puedan prestar una ayuda relevante en esa tarea
de alcanzar la equidad fiscal, como son los bancos y demás
enudades de crédito..

4. Hecha esa Indicación previa. procede examinar la cuestión
concreta planteada por el recurrente que. en realidad. se desdobla
en dos: una. en qué medida el conocimiento de las cuentas
bancaria~ ~r la ~dmmistración a efectos fiscales debe entendersr

·comprendldo el} la lona de la mumldad constitucionalmente
protegida:)' otra cuestión. consistente en determinar en qué medida
) aUD9ue aquel conOCimiento no esté l"'ot~do por el derecho a la
IDtlrnldad. se puede a travéS de la mvestlgaclón fiscal conocer.
hechos pertenecIentes a la esfera de la estricta vida personal y
familiar.

5. Respecto a la pnmera .cuestión la respuesta ha de Sfr
negativa. pues aún admitiendo como hipótesiS que el movimiento
de las cuentas bancanas esté cubierto por el derecho a la intimldBd
nos encontraríamos que ante el ñsco operaría un límite justifica(¡o
de ese derecho. Conviene recordar. en efecto. que conto ya t'l
declarado este Tribunal Constitucional. no existen derechos ilimI­
tados. Todo derecho tiene sus limites que en relación a los derechp~
fundamentaJes establece la Constitución por sí misma en alaulU::s
ocasIones. mIentras en otras el limite" deriva de' una manera
mediata o Indirecta de tal norma. en cuanto ha de justificarse por
la necesidad de prote¡er O preServar no sólo otros derech<...
constitucionales UDO tambien otros·bienes constitucionales pro~~~
dos (STC 11/1981. de 8 de abril. FI 7, Sentencia 211982, de 29 <le
enero. FJ' s.u ). Ahora bten.. el conocimiento, de las cuentt''i
corrientes puede ser necesario para proteger el bien constituciona~
mente protegido que ella distribución equitativa del sostenimiento
de los gastos pub1icos. pues para una verificación de Jos ingresos del .
contribuyente y de su situación patrimonial puede no ser suficiente
en- ocasione& Ja- exhibición de los saldos medios anuales'y de los

saldos a 31 de diciembre. Es imponante señalar que las certificacio­
nes pedidas al recurrente o las que se exigirian a las entidades
bancarias caso de que aquél no las entregase vofuntariamente son
los Il/ltractos de las cuentas, en que fisunln, como es notorio, sólo
la causa ¡¡eneril:a de cada partida (talón bancario. transferencia,
efectos domiciliados. entre¡a en efectivo, ete.), pero no su causa .
concreta. Ahora bien. tstos datos en SÍ no tienen relevancia para la
intimidad personal y filmiliar del contribuyente, como no la tiene
la declaración sobre la renta o sobre e! patrimonio. El recurrente
parece insistir.especialmente.en la sravedad de que la investisación
de las cuentas comprenda las operaciones pasivas. pues a nadie le
Importa en que gaste cada cual su dinero. Pero el conocimiento de
una cuenta corriente no puede darle si no se contempla en su
mtegridad. Las operaciones p8s~':.rUeden ser también revelado­
ras de una anómala conducta • como ocurnria. entre otros
supuestos que podrían citarse. con la retirada de una masa
Importante de dinero sin que se explique e! destino dé la misma,
que ha podido trasladarae de una s.tuación de transparencia fiscal
a otra menos o nada transparente.

ó. En realidad, e! recurrente insiste mAs bien en la segunda
cuestión: la posibilidad de que a través de la investigación de las
cuentas se penetre en la zona más estricta de la vida privada, ya qlte
en nuestra sociedad, una cuenta corriente puede constituir <dtI
bJografia penonal en nUmeros» del conin.'lbuyente. como en frase
¡nIfica dice el mismo recutnmte. No se rechaza tanto la simple
exhihictón de las certificaciones como la' posible petición de
Justificación de las op<racrones de la cuenta. .

Una pnmera observación es que desde este punto de vista e!
recurso no se plantea tanto frente a una presunta vulneración actual
del derechó a la IntimIdad como en previsión de vulneraciones
futuras y eventuales. Pero el recurso de amparo no tiene carácter
cautelar y este Tribunal no puede pronunciarse sobre lesiones de un
derecho fundamental que aún no se ha producido. Sin embarso, y
dada la indole de las alesaciones que hace e! recurrente sobre el
contenulo de la LRF Y e! deTeeho a la intimidad, no resulta
superfluo funnuJar algunas observaciones sobre esta cuestión. El
aQlUmento central del recurrente es que la LRF y la resolución que
se basa en ella permite una inspección ilimitada y total de las
cuentas corrientes y de sus antecedentes, lo que autorizaría a la
Inspección a entrar sin limitación aJsuoa en la vida privada del
contribuyente, en forma tal que no es ya que afecte en modo más
o menos directo a su derecho a la intimidild sino que en realidad
.nvade su contenido esenciaL pueslo hace ¡rictjcamente desapare­
cer. Sesútt e! reclUTente. una norma que confiriese tan extraordina­
rias litcitltades a la.4.dottnistración seria inconstitucional aunque se
encontrase en iItIa Ley ÜQlánica, pues estarIa en contradiccióll COIt
lo dispuesto en e! an. 53 1de la Constitución. Estos argumentos no
son convincentes. Es Clerto que la LRF permite investigar los
saldos y movimientos de las cuentas as! como los documentos y
demás antecedentes relativos a los mismos (art. 45 LRF) y la Orden
ministerial de 14 de enero de 1978 dice que en los casos que se
proceda a la investigaCIÓn «podri la Inspección exigir al oblisado
a colaborar' la aportación de todos 101 dates, antecedentes y
circunstancias que, referentes al sujeto investigado, existan en
cualquiera de sus oficinas en el plazo tota1 IltáJrimo de quince dias
desde que as! se le pidiere» (ResI!! S C de la citilda OM). Pero no
es exacto afirmar que la Ley Y la Orden ministerial citadas OtoQlUD
unas filcultades ilimitadas a la Inspección. La Ley prevf para la
investigación de las Cuentas Bancarias un conjunto de requisitos
como· son: al la alltorización ha de proceder de ciertos órsanot
que se enumeran ltWttivamente (LRF an. 42.1); b) en la autoriza­
ción deben precisarse una serie de extremos, tales como Ia~ cuentas
y operaciones que han de ser investigados, los sujetos pasivos
IDteresados, la techa en que la actuación debe practicarse y el
alcance de la invest~ón (ibídem): e) la investipción se llevad
a cabo según PJ"OC«Ümientos específicos Y. en su caso, con citación
de! interesado y en presencia del Director de la entidad bancaria de
que se trate (LRF arto 42.2); d) los datos o informaciones sólo
podmn utilizarse a los fines tributarios y de dénuncia de hechos que
pueden ser constitivos de delitos monelarios o de cualesquiera
otros delitos públicos; e) se recuenla con especial ener¡¡ia el deber
de sigilo que pesa sobre todas las autoridades y funcionarios qlte
~~n conocimiento de 101 datos revelados en la inv~ipclóD,
sigilo 9ue ha·de ser «estricto y comll1eto» y que está especialmente
proleBldo porque la infracción del debe< de ¡uardarlo será conside­
rado siempre filba disciplinaria muy srave. sin peJjuicio de las
responsabilidades civiles y criminales que pudieran corresponder
(art, 42,3), Y'la Orden ministerial. ea la pute citada, aparte de fijar
un plazo para la aportación de datos Yantecedentes, advierte, como
no ¡Kldla menos, que la petición de "'" datos y antecedentes se
realizará en «los limites le¡¡ales establecidoo. entre los que hay que
contar, naturaJntente, los que imPOtlC la Cottatitución, . .•.

" De esa Jarsa lista de requisitot merece especial menciólt el
deber de sisilo que pesa sobre quienes teIlpD conocimiettto por
razón de su corso de los datos descubiertos en la investipción,
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esunmdo al máximo. en los límites de lo juridicamente posible.
efectividad. del secreto. Este requisito, que le reitera incluso en
misma Resolución impugnada, es tanto más importante cuanto

~ue los datos obtenidos tampooo eran totalmente secretos. pues al
Confiarse a una empresa. es claro que han de ser Conocidos por un
círculo más o menos aml.'lío de empleados de la misma. Y no se
ve por qué razón debe exIstir menos confianza en la discreción de
esos empleadoS que en la de unas autoridades y unos fuDCÍonanos
públicos, sometidos como se ha dicho antes a severas responsabili­
dades de todo tipo si iofrio&en el deber de sigüo a que la Ley les
obliBa. Se objetará que el ciudadano elige la enti¡lad bancaria a la
que conlia sus secretos, pero no ~e los Inspectores que lo
investipn. Ello es cierto. pero por lo mIsmo .el deber de SlgÍlo estli
mucho más protegido en este último caso. SIn contar que %=es
obtienen el secreto, por su condición de servidores del o.
merecen en principio, y admitiendo por supuesto que puedan
existir exce¡lClo~una confianza en que cumplirán honestamente
con el deber que su car¡o les impone. .

8. No existen, pues, .... tilcuItades ilimitadas de la Adminis­
tración en materia fiscal que denunCUl el recurrente Dl puede
decirse que el contenido esencial del elerecho a la mtlUudad quede
anulado o atectado=:1a LRF. Es poSIble que la actlUlClon
inspectora pueda en a ocasión. a través de la investigación de
documentos o an tes relativos a los movUJuentos de las
cuentas hancanas. interferirse en aspecmS concretos del derecho a
la intimidad. Pero. como ya se ha advertl<lo. este derecho. a1ISuaI
que los demás, tiene sus límites que. en este caso. VJeDeo marcados
por el deber de todos de contribuir.aI SOSIeDlmiento de las cargas
públícas de acuerdo con su~dad ecooDmlC8 mediante un
sistema tributario justo. como dispone el ya CItado ano 31.1 de la
Constitución. deber para cuyo electivo cumplImIento es eVIdente­
mente necesaria la inspección fiscal. La m¡ereDC1a que para eXIgir
el cumplimiento de ese'deber pudiera oroduCll'Se en eHlerecho a la
intimidad no t>Ddrla cal1ficane de """,,traria». Y el ano IS.I de la
Constitución hay que entender que ImPIde las tllJOf'l'llCUlS en la
intimidad «arhilranas o~. como dice clansmente el ano I 7 I
del Pacto de Derechos Civiles y Políticos (Pacto de Nu..... Yorkl
rstifieado por España y con lU1'IlgIo al cual de acuerdo con el an,
10.3 de la ConstitucióD, hay que interpretar las normas relativas a
los derechos fundamentales que la ConstltuCtón reconoce y entre
eDos el derecho a la intimidad personal y fiuniliar Es de seJiaIar que
con lU1'IlgIo a estos criterios la Ley OrglD1C8 1/1982. de S de mayo.
de protección civil del derecho· al honor. a la intlntidad personal y
faniiIiar y a la propia imagen, que no se refiere expresamente a las
cuestiones planteadas en el presente recurso. establece que no se
considersrán con carácter general mtromlslones ilegitimas. las
actuaciones autorizadas o acordadas por la autondad competente
de acuerdo con la -Ley (art. 8.1). Entiéndase que la ley sólo puede
autorizar esas intromiSiones por «imPerativOS de Interés público».
circunstancia que ae da en los supuestos aqUí contemplados.

9. 1.0 expuesto 110 supone negsr la posibilidad de que en casos
que hay que prever excepcwoales se produzca por parte de aJguo
funcionano una actuación arbitran&, a Juicw del contribuyente. en
la medida en que no parezca justificada por la finalidad de la
IIlSpecaon. Pero en tales casos, SI llegasen a prOOuetrse. el contribu­
yente no esla indefenso. Pars su defensa eXIsten los medios
establecidos por las leyes, como lo demuestrs. claramente el
presente caso en que la Rao!ución Impugnada ha pasado por el
triple tamiz de la Audiencia Nacional, del Tribunal Supremo y de
este Tribunal Constitucional. No te olVIde tampooo que la inspec­
ción la ejereen funcionarios públIcos sometidos a un regimen
disciplinario, que también puede ejercerle sobre aquellos que se
excediesen en sus atribuciones. apane de cua\qwer otro tipo de
responsabilIdades en que pudieran incumr.

10. El recurrente invoca tamblen en apoyo de su tesis la
proteeetón del secreto profesional y la del secreto bancano. Se trata
como es Botono de cuestiones muy distintas y sumamente comple.­
jas que presenlan problemás consldersblemente vartados y de
diverso alcance. Basta aqui Rferirise a jo que es~no para el
tema del recurso. El secreto profesional. es decir. el deber de secreto
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Que se imPone a determinadas personas. entre ellas los Abogados.
de lo q~ conocieren por razón de su profesión, viene reconocido
expresamente por la Constitución Que en su art. 24.2 dice que la
Ley "'Julará los casos en que. por razón de parentesco o de secreto
profeSIonal no se está obligado a declarar sobre hechos presunta­
mente delictivos. EVidentemente y «a fortlOnlt tampoco exIste el
deber de declarar a la o'\dllUDlStnlClón sobre esos hechos. La
C'..onsttlUClon consagra aqUi k> que es no un derecho SIDO un deber
de aenos profesionales que tiene una larga tradiClón leg¡slauva
1m. ano 2ó3 de la LECr.l. . •

Es evtdente que SI el secreto es obligado e meluso su violación
es casugada penalmente 'an, 360 del Códiso Penallla InspecclOn
Fiscal no puede pretender que se V101e. Pero tambIen en este punto
son aplicables algunas de &as conslderactones-antenores. La eXlgen­
C18 de eXJIlr las certificaCiones del movJDllento de las cuentas no
v¡oIa en si el secreto profesional. 'Puesto que. como se ha advertido.
en ellas sólo aparece la causa genénca de cada operaClon bancana
y no el contemdo concreto de la relaCIón 5ubyacem~. Tampoco'
vUlneraria el teereto profesional el SImple -CODOClmJeDto del nomo
bre del clIente y de las cantidades _das por él en conceplO elr
nonoranos, ya que estos dalOS debell fisurar en el libro de mgresos
profesionales. de obligada llevanza ~ exhilnClon a la Inspección. La
"""'tlón podria SUSCI!arse SI la InSpección. al pedir los antecedentes
y datos de detemllnadas operaciones. penetrase en el ambno de las
relaciones profestonales concretas entre el cliente y. en este caso. el
"'bogado, SOlo entonces podna y eleberla negarse el contnbuyente
a facilitar datos que 5Upu5Iesen la VIOIaetOn del secreto profesional.
Es posible también que no eXlSllese acuerdo Jobre cuál es la zona
especiñca de relaCIones cublenas pnr el secreto prores.onal cuya
dellUUtaClon puede ofrecer dificultades en aenos casós. Pero pars
eso estaD lOi Tribunales de lustlcta. La -cuestión. en último
terrnJno. no puede resoJverse d~ forma -abstracta. smo sobre cada
.caso concreto. . .

1I El problema del llamado secreto banCario es distinto. En
lo que aquí Importa. el secretobancano no puede tener otro
fundamenlO que el derecho a la mtlmldad del cliente recoDOCi<lo en.
el an 18. I dr la ConstitucIón. pues no hay UIIa consagración
expbclla y reforzada de eite tiPO de secreto..como la hay del secreto
prores.onal De fonna que lo que se ha dicho antes sobre los limItes
del derecho a la mtlmidad es totalmente aplicable al caso en que
sea la etuldad de <redito la obligada a facilitar los datos y
antecedentes Que reqwera Ja Inspereion. .

12. Todo lo expueslO conduce a la desestimación del recurso.
pues la peticIón de la InSpección Fiscal de que el contribuyeme o.
en ... defecto. la Entidad de <redito afectada. OOlite las cenlficacio­
nes de los movinnentos de las cuentas del recurrente no supone en
SI la vulneración del derecho a la mtimidad recOnocido en el ano
18.1 de la ConstituCIón DI de DlngUo otro derecho fundamental o
libenad públIca susceptible de amparo. TamJ'OCO puede afirmarse
que eXlSIa esa vulneración porque la legislación visente aUlorice a
la Inspecaón Fiscal a pedir datos y antecedentes de los movimien­
tos investigados. con el alcance y limites antes expuestos.

FALLO

Enatencion a toclo·lo·expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTU­
CI0N .DE LA NAOON ESP...NOLA.

Ha decidido: •

Denegsr el amparo solicitado.

Publique.. esta SentenCIa en el «Boletín Oficial del EsladOlt.

Madrid. 26 de noVIembre de 1984.-E1 excelentisimo aeñor <lon
Manuel Oarcía Palayo y Alonso votó en Sala y no pudo fir­
mai'.-Angel Latorre Segura.-Finnado y robricado.-Angel Latorre
Segurs.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Gloria Begués Can­
tón.-Rafael Gómez-Ferrer MorsnL-AngeI Escudero del en­
rraI.-Finnados y robrieados.

SENTENOA

En el recurso de amparo promovido 'por <loña AsÍinción
Mancebo López, representada por.1a Procursdors <loña Maria
Luisa Ubeda de los Cobos. ) bajo la dirección del Abogado <lon
Joaquín Ruiz-Giménez A¡¡uilar. respecto á resoluciólI del Teniente
General de la Primers Reglón Aérea de Madrid, ep la causa número
19183. y en el C\ue ha comparecido el Ministerio Fiscal, sieoclo
Ponente el Presidente don Jerónimo A.rozameoa Sierra, quien
expresa el parecer de la Sala.


